
 

 

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DOMINICANA 

 

ARTÍCULO 44. 

Derecho a la intimidad y el honor personal. Toda persona tiene derecho a la intimidad. Se 

garantiza el respeto y la no injerencia en la vida privada, familiar, el domicilio y la 

correspondencia del individuo. Se reconoce el derecho al honor, al buen nombre y a la propia 

imagen. Toda autoridad o particular que los viole está obligado a resarcirlos o repararlos 

conforme a la ley. Por tanto:  

1) El hogar, el domicilio y todo recinto privado de la persona son inviolables, salvo 

en los casos que sean ordenados, de conformidad con la ley, por autoridad judicial 

competente o en caso de flagrante delito;  

2) Toda persona tiene el derecho a acceder a la información y a los datos que sobre 

ella o sus bienes reposen en los registros oficiales o privados, así como conocer el 

destino y el uso que se haga de los mismos, con las limitaciones fijadas por la ley. El 

tratamiento de los datos e informaciones personales o sus bienes deberá hacerse 

respetando los principios de calidad, licitud, lealtad, seguridad y finalidad. Podrá 

solicitar ante la autoridad judicial competente la actualización, oposición al 

tratamiento, rectificación o destrucción de aquellas informaciones que afecten 

ilegítimamente sus derechos; 

3) Se reconoce la inviolabilidad de la correspondencia, documentos o mensajes 

privados en formatos físico, digital, electrónico o de todo otro tipo. Sólo podrán ser 

ocupados, interceptados o registrados, por orden de una autoridad judicial 

competente, mediante procedimientos legales en la sustanciación de asuntos que 

se ventilen en la justicia y preservando el secreto de lo privado, que no guarde 

relación con el correspondiente proceso. Es inviolable el secreto de la comunicación 

telegráfica, telefónica, cablegráfica, electrónica, telemática o la establecida en otro 

medio, salvo las autorizaciones otorgadas por juez o autoridad competente, de 

conformidad con la ley;  

4) El manejo, uso o tratamiento de datos e informaciones de carácter oficial que 

recaben las autoridades encargadas de la prevención, persecución y castigo del 

crimen, sólo podrán ser tratados o comunicados a los registros públicos, a partir de 

que haya intervenido una apertura a juicio, de conformidad con la ley. 

 

 

 

 



 

 

ARTÍCULO 70. 

Hábeas data. Toda persona tiene derecho a una acción judicial para conocer 

de la existencia y acceder a los datos que de ella consten en registros o 

bancos de datos públicos o privados y, en caso de falsedad o discriminación, 

exigir la suspensión, rectificación, actualización y confidencialidad de 

aquéllos, conforme a la ley. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de 

información periodística.    

 

 

 


